
 

 1

Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 2 de 
agosto de 2024, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyy1, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera 
Sr. Herrera Campo, consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  

  
DICTAMEN 335/2024 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 5 de julio de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyy1, debido a los daños sufridos en una caída por el mal estado de la 
acera. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 11 de julio de 2024, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 335/2024, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. Herrera Campo. 

 
Primero.- El 23 de enero de 2023 Dña. yyy1 presenta una reclamación 

de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx, por los daños 
sufridos por una caída ocurrida el 1 de julio de 2022, sobre las 18:00 horas, 
en la calle cccc nº 18 de esa ciudad, “a consecuencia del mal estado de la vía 
pública, en concreto de una baldosa rota que, al pisarla, se hundió y dio la 
vuelta”, golpeándose al caer la cabeza y el hombro derecho. En su reclamación 
hace constar que precisó asistencia médica hospitalaria, sufriendo lesiones 
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consistentes en herida en región frontal derecha y fractura subcapital de 
hombro derecho que le ha dejado secuelas (limitación de la abducción al 50 
%, indebida consolidación de la fractura con colapso de la cabeza humeral y 
dolor). Todo ello además de la rotura de las gafas que utilizaba.  

 
Cuantifica la indemnización total a percibir en 6.791,56 euros, lo que  

desglosa en 1.118,94 euros por 34 días de perjuicio básico (desde el 1 de julio 
de 2022 hasta el alta de 3 de agosto de 2022) a razón de 32,91 euros/día; 
5.456,92 euros por lesiones permanentes, identificando las secuelas, su 
puntuación (8 puntos) y valoración en atención a la edad de la accidentada 
(89 años); y 215,70 euros por la reposición de gafas progresivas. 

 
Adjunta a su reclamación informe de la Policía Local describiendo la 

intervención llevada a cabo el 1 de julio de 2022 en el lugar y hora indicados 
más arriba, según el cual: “Comisiona A-30 para la dirección de referencia 
donde la filiada yyy1, sufre caída en vía pública sufriendo un corte en zona 
frontal. Es atendida en el Centro Hospitalario hhh1 y trasladada posteriormente 
al Complejo Asistencial de xxxx. Inspeccionada la zona se observa un trozo de 
baldosa que se ha dado la vuelta por lo que se solicita al Servicio de Obras 
que realice las reparaciones pertinentes. Intervienen: vvv1 y vvv2”.  

 
La reclamante aporta además varios informes médicos: informe clínico 

de Urgencias del Complejo Asistencial de xxx1 de 1 de julio de 2022; citaciones 
para acudir al Servicio de Traumatología del Hospital hhh2 el 13 de julio de 
2022 y el 10 de agosto siguiente, así como informe del referido Servicio de 
Traumatología de 1 de diciembre de 2022, según el cual causó alta el 3 de 
agosto de 2022, presentando abducción de 90º, dolor ocasional y consolidación 
con colapso de cabeza humeral.   

 
También adjunta factura de adquisición de gafas progresivas, de 2 de 

octubre de 2021, por importe de 215,70 euros. Y otra, de fecha 21 de julio de 
2022, por importe de 63,79 euros, cantidad resultante de “reducción por 
siniestro producido”.  

 
Segundo.- El 2 de junio de 2023 la interesada recibe requerimiento del 

Ayuntamiento para que aporte “Fotografías del desperfecto causante del 
accidente, como panorámica que permita identificar su ubicación”. También 
se requiere la aportación de fotografías del lugar a la Policía Local. 

 
El 19 de junio siguiente la reclamante aporta la documentación fotográfica 

requerida, tanto de la baldosa rota y levantada, como de la reparación realizada 
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por el Ayuntamiento, indicando que la caída se produjo cuando salía del portal 
y se dirigía a la peluquería que se encontraba en el local contiguo al portal.  

 
La Policía Local informa que no existe reportaje fotográfico elaborado 

al respecto. 
 
Tercero.- El 17 de julio de 2023 se emite informe por el Servicio de 

Infraestructuras y Movilidad del Área de Fomento y Hábitat Urbano en el que 
se indica que “Efectuada visita al lugar de los hechos, se ha podido comprobar 
que en la actualidad el pavimento muestra estabilidad en las baldosas y una 
planeidad continua y homogénea”, incorporando fotografías del lugar donde 
se produjo la caída.  

 
Cuarto.- Constan alegaciones de la compañía aseguradora municipal, 

en las que se señala que “Analizada y revisada la documentación recibida, 
consideramos que no existe nexo causal suficiente, ni por tanto responsabilidad 
por su parte en los hechos reclamados. Tal y como se refleja en su informe 
técnico de la zona indicada como lugar del accidente y circunstancias descritas, 
no presentaba ningún riesgo insalvable o evitable para los peatones y usuarios, 
y por tanto el accidente hubiera podido ser evitado por la parte reclamante, 
siempre y cuando hubiera prestado la debida y obligada atención en la 
deambulación peatonal”. 

 
Quinto.- El 4 de enero de 2024 D. yyy2, hijo de la reclamante, 

comunica que su madre ha fallecido el 23 de septiembre de 2023 y solicita que 
se le tenga por interesado en el procedimiento de reclamación patrimonial en 
tanto que único hijo y heredero de la fallecida. Aporta certificado de defunción 
y copia del libro de familia.  

 
Sexto.- En la misma fecha se concede trámite de audiencia al interesado, 

con traslado de la documentación del expediente, y se le requiere para que 
“aporte evaluación económica de la responsabilidad patrimonial objeto de 
reclamación, con documentación acreditativa de la eventual indemnización”.  

 
El 18 de enero de 2024 el hijo de la reclamante fallecida presenta 

alegaciones en su condición de interesado, en las que reitera lo pedido en la 
reclamación inicial, solicitando la obtención y aportación al expediente de los 
partes de intervención de mantenimiento, conservación y reparación interesados. 
Reitera informes y documentación ya obrantes en el expediente. 
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Séptimo.- El 29 de enero de 2024 se dicta resolución por el 
Ayuntamiento inadmitiendo la prueba documental propuesta por “resultar 
manifiestamente innecesaria por cuanto esta Administración, en ningún 
momento ha puesto en duda la existencia de un desperfecto en el pavimento 
en el momento y lugar de la caída sufrida por Dña. yyy1, y así queda acreditado 
en virtud del atestado elaborado por los agentes de Policía Local que acudieron 
al escenario del accidente, conforme al cual, ̀ inspeccionada la zona se observa 
un trozo de baldosa que se ha dado la vuelta´, de modo que, cuando el 
informe del Servicio Municipal de Infraestructuras de fecha 17/07/2023 señala 
que, `Efectuada visita al lugar de los hechos, se ha podido comprobar que en 
la actualidad el pavimento muestra estabilidad en las baldosas y una planeidad 
continua y homogénea´ lo que único que hace es constatar el correcto estado 
del pavimento a fecha de emisión del mismo, una vez realizadas las obras de 
reparación correspondientes, (…)”. 

 
Octavo.- El 19 de febrero de 2024 se formula informe propuesta de 

resolución estimatoria parcial de la reclamación.  
 
La propuesta considera acreditada la caída producida en los términos 

indicados en la reclamación inicial, así como la existencia de nexo causal entre 
el funcionamiento del servicio de pavimentación y mantenimiento de las vías 
públicas y el daño irrogado a la reclamante. No obstante, aprecia también la 
concurrencia de responsabilidades entre Administración y reclamante, 
distribuyendo la responsabilidad entre ambas al 50 %.  

 
Además, en cuanto al importe de la indemnización, respecto de las 

lesiones permanentes se desestima lo reclamado porque “no se ha aportado 
informe médico pericial de secuelas (…) pese a que mediante oficio de 9 de 
enero de 2024 fue requerida para aportar documentación acreditativa de la 
eventual indemnización objeto de la solicitud”. Y respecto del importe de las 
gafas progresivas, considera que hay que atender al importe de la segunda 
factura aportada, correspondiente a la reposición de las gafas progresivas. En 
virtud de lo cual cuantifica el importe total de la indemnización en 591,33 
euros, resultado de aplicar el 50 % al importe reclamado por lesiones 
temporales  (1.118,94 euros) y por daños materiales (63,69 euros).  

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 



 

 5

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
No obstante, cabe poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 

desde que se presenta la reclamación de responsabilidad patrimonial (el 23 de 
enero de 2023) hasta que se formula la propuesta de resolución (el 19 de 
febrero de 2024), con lo que se rebasa el plazo señalado en el artículo 91.3 
de la LPAC. Esta circunstancia que supone una vulneración por la 
Administración de principios y criterios relativos a su actuación recogidos en la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Publico (LRJSP), 
como los de eficacia, celeridad, eficiencia y servicio a los ciudadanos. 

 
A este respecto, debe tenerse presente que los titulares de las unidades 

administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que 
tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán 
responsables directos de su tramitación y adoptarán las medidas oportunas 
para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio 
pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, 
disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la 
tramitación de procedimientos; y que los términos y plazos establecidos en 
esta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las 
Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así 
como a los interesados en los mismos. Ello en virtud de lo dispuesto en los 
artículos 20.1 y 29 de la LPAC. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por la persona perjudicada en su 

propio nombre. No obstante, durante la tramitación del procedimiento se ha 
producido el fallecimiento de la reclamante, solicitando su hijo ocupar su lugar 
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en su condición de causahabiente mortis causa y único heredero, al amparo 
del artículo 4.3º de la LPAC, según el cual “Cuando la condición de interesado 
derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente sucederá 
en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento”. 

 
Al respecto debe advertirse, en primer lugar, que si bien el 

Ayuntamiento ha admitido tácitamente la sucesión en la condición de 
interesado a favor del hijo de la fallecida, que es legalmente heredero forzoso 
de la causante, la sucesión mortis causa se acredita con el correspondiente 
título sucesorio, que no consta aportado, por lo que debería requerirse su 
aportación antes de resolver la reclamación. Únicamente se ha acreditado el 
fallecimiento y el parentesco con la fallecida mediante certificado de defunción 
y copia del libro de familia, respectivamente.  

 
Por otra parte, en cuanto a la posibilidad de suceder mortis causa en el 

derecho a reclamar la indemnización por los daños personales (físicos, 
psíquicos o morales) sufridos por la persona fallecida, resulta controvertida, 
especialmente cuando el perjudicado y causante fallece antes de haber 
ejercitado la acción de reparación, manteniéndose posturas divergentes entre 
los órganos consultivos autonómicos, expuestas con detalle en el Dictamen nº 
47/2023, de 2 de febrero, de la Comisión Jurídica Asesora de la Comunidad de 
Madrid.  

 
Este Consejo Consultivo ha analizado esta cuestión en el Dictamen 

375/2019, de 29 de agosto, al que nos remitimos. En él se cita la Sentencia 
271/2018, de 20 de abril, del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que 
admite la legitimación activa de los herederos sin que se hubiese ejercitado la 
acción de responsabilidad patrimonial por el causante, con cita de la 
jurisprudencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, contenida en las 
sentencias de 13 de septiembre de 2012 (recurso 2019/2009) y de 10 de 
diciembre de 2009 (recurso 1090/2005)- a las que debe añadirse la más 
reciente sentencia de 15 de marzo de 2021 (recurso 1235/2018)- y de la 
sentencia de la Sala Tercera de 26 de marzo de 2012 (recurso 3531/2012). 
Asimismo, el dictamen 375/2019 transcribe parcialmente el voto particular 
contenido en el dictamen 250/2012, de 25 de abril, del Consejo Consultivo de 
la Comunidad de Madrid, en el que a su vez se citan varios ejemplos en los 
que se admite la legitimación activa en el supuesto indicado, como la Sentencia 
de la Audiencia Nacional de 29 de septiembre de 2011 (recurso 422/2010). 
Finalmente, se recuerda la doctrina favorable a la transmisibilidad mortis causa 
a favor de los herederos de la acción de responsabilidad patrimonial contenida 
en varios dictámenes del Consejo de Estado (dictámenes 3292/1999, 
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901/2005, 514/2018 y 942/2018), mantenido en dictámenes más recientes 
como el dictamen  325/2021, de 20 de mayo de 2021, según el cual: “No 
habiéndose aportado al expediente el certificado de actos de última voluntad, 
ni tampoco acta de declaración de herederos abintestato, no hay constancia 
fehaciente de quién es o quiénes son, en su caso, los herederos del fallecido, 
lo cual no obsta para señalar que es el heredero o herederos del fallecido los 
legitimados para continuar la reclamación, toda vez que la herencia comprende 
todos los bienes, derechos y obligaciones de una persona que no se extingan 
por su muerte (artículo 659 del Código Civil), siendo transmisibles mortis causa 
todos los derechos y acciones cuyo ejercicio correspondía al causante, siempre 
que no sean personalísimos. Dado que la acción de reclamación de 
responsabilidad patrimonial de la Administración no tiene carácter 
personalísimo ni se extingue por la muerte de su titular, dicha acción podrá 
transmitirse mortis causa y ser ejercitada por el heredero o los herederos de 
su titular”.  

 
En el supuesto objeto de este informe, la reclamante ejercitó su derecho 

a reclamar por los daños sufridos antes de su fallecimiento, precisando en su 
reclamación el alcance de los mismos con fundamento en el informe de alta 
definitiva del Servicio de Traumatología del Complejo Asistencial Universitario 
de xxxx, y procediendo a su cuantificación, por lo que debe entenderse que 
ese derecho al resarcimiento por las lesiones corporales sufridas por la fallecida 
se integra en su herencia (artículo 659 Código Civil) y es transmisible a su 
heredero (en ese caso, su único hijo), que puede sucederla en el 
procedimiento de responsabilidad en tramitación acreditando debidamente, 
como queda advertido, aquella condición mediante el correspondiente título 
sucesorio. 

 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al alcalde, sin 

perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a lo 
establecido en los artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 
92 de la LPAC.  

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
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funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la LRJSP, a la que se 
remite, de forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de noviembre. 

 
Por su parte, el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades 

Locales, aprobado por el Real Decreto 1.372/1986, de 13 de junio, establece 
que “Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, 
parques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de 
la competencia de la entidad local”. 

 
Resulta igualmente indiscutible la competencia de los municipios para 

la “pavimentación de vías públicas” de acuerdo con el artículo 26.1.a) de la 
LBRL, lo que necesariamente incluye su mantenimiento.  
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El Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, por todas, en la 
sentencia de 8 de marzo de 2019, ha señalado que “la pavimentación de vías 
urbanas responde a la necesidad no sólo de garantizar unas objetivas 
condiciones de salubridad del entorno urbano, sino también de garantizar 
condiciones objetivas de seguridad; seguridad para el tránsito de vehículos y 
seguridad para el tránsito de las personas”. 
 

Ahora bien, la obligación de la Administración local de garantizar una 
adecuada pavimentación y conservación de las vías públicas urbanas no puede 
entenderse en términos absolutos, en el sentido de exigir de la Administración 
una conducta tan exorbitante que le obligue a corregir cualquier deficiencia 
del pavimento por insignificante que ésta sea. El cumplimiento o no de aquella 
obligación sólo podrá determinarse en relación con el estándar mínimo exigible 
a la prestación del servicio público, de manera que sólo si la Administración no 
ha actuado conforme a dicho estándar podrá apreciarse responsabilidad 
patrimonial.  

 
En este sentido, el funcionamiento del servicio público viario no se 

ajusta a los estándares de actividad mínima exigible y por ende conlleva 
responsabilidad de la Administración, cuando las deficiencias del pavimento 
tienen entidad suficiente para generar una situación de riesgo sustancial.  

 
A los efectos de valorar el cumplimiento del estándar del servicio, este 

Consejo Consultivo ha distinguido, principalmente, entre percances en los que 
la caída se ha producido como consecuencia de defectos o deterioros en el 
pavimento que son ostensibles y manifiestos; los ocasionados por inestabilidad 
del pavimento derivada por ejemplo de la existencia de baldosas sueltas; y 
aquellos en los que la causa del accidente es el tropiezo con un desnivel del 
pavimento o de alguno de sus elementos con respecto a la rasante.  

 
- En el primero de los supuestos se ha apreciado con carácter 

general la existencia de responsabilidad patrimonial, al considerar que se ha 
incumplido de forma clara, dada la entidad del desperfecto, la obligación de 
mantener el pavimento en condiciones adecuadas para el tránsito y seguridad 
peatonal, si bien en determinados casos aquella responsabilidad ha sido 
moderada por la falta de diligencia del perjudicado. 

 
- En el segundo se ha señalado, igualmente con carácter general, 

que la existencia por ejemplo de varias baldosas sueltas, y por tanto oscilantes, 
constituye una deficiencia en la acera que conlleva un riesgo oculto para los 
peatones, cuya peligrosidad puede no ser apreciable a simple vista empleando 
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la diligencia media exigible a una persona en su caminar, lo que determinaría 
igualmente la existencia de responsabilidad patrimonial.  

 
- En el último de los casos, se ha considerado que la 

responsabilidad de la Administración depende de la entidad del desnivel. Así, 
se entiende que las deficiencias en el pavimento de aceras son insignificantes 
y no suponen un incumplimiento del estándar de seguridad exigible cuando el 
desnivel existente oscila entre 0 y 2 centímetros, aunque, en atención a las 
circunstancias concretas del caso, este Consejo ha estimado insignificantes o 
de poca relevancia desniveles cuya sobreelevación máxima era de 2,5 
centímetros. Sin perjuicio del criterio general, ha apreciado una concurrencia 
de las responsabilidades de la Administración y el perjudicado en caídas 
producidas en los pasos de peatones a causa de un deterioro, incluso no muy 
grave en el pavimento, al unirse la falta de diligencia del peatón con la de la 
Administración en su deber de conservación preferente de dichos pasos. 

 
La solución planteada concuerda con la doctrina general mantenida por 

la jurisprudencia que sostiene que, aunque el servicio de mantenimiento y 
vigilancia debe tener unos niveles altos de exigencia en razón de la 
funcionalidad de las aceras en la vida de la comunidad, no se le puede pedir, 
en términos jurídicos, que sea un servicio omnipotente y omnipresente capaz 
de corregir e impedir de modo inmediato todo defecto y riesgo, por muy leve 
que sea y tenga la causa que tenga, porque es irrazonable exigir a la 
Administración que vaya corrigiendo esos defectos leves, derivados del uso 
normal de las aceras o su desgaste progresivo, de una forma continuada, lo 
que requeriría un servicio de vigilancia y mantenimiento, con alta probabilidad 
inasumible económicamente. 

 
De este modo, los peatones deben desplegar una diligencia razonable 

que alcance a sortear los leves riesgos que deriven de los pequeños defectos 
que el mismo uso de los servicios pueda producir, ya que, tal y como mantiene 
el Tribunal Superior de Justicia de nuestra Comunidad, Sala de lo Contencioso-
administrativo de Valladolid, en Sentencia nº 90/2010, de 21 de enero, “Con 
carácter general una caída derivada de un tropiezo en un obstáculo de 
dimensiones insignificantes o visibles, entraña un daño no antijurídico” pues, 
según la sentencia del mismo Tribunal de 14 de noviembre de 2005, de la Sala 
de Burgos, “no puede pretender el administrado que la superficie de las aceras 
se encuentre en un absoluto alineamiento, totalmente rasante y carente de la 
más nimia irregularidad. La existencia de irregularidades en las aceras es 
inevitable en toda población”. 
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En este sentido la sentencia del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 
2007 destaca que “es un criterio de imputación del daño al que lo padece la 
asunción de los riesgos generales de la vida (STS 21 de octubre de 2005 y 5 
de enero de 2006), de los pequeños riesgos que la vida obliga a soportar (SSTS 
de 11 de noviembre de 2005 y 2 de marzo de 2006) o de los riesgos no 
cualificados, pues riesgos hay en todas las actividades de la vida (STS 17 de 
julio de 2003), en aplicación de la conocida regla id quod plerumque accidit 
(las cosas que ocurren con frecuencia, lo que sucede normalmente), que 
implica poner a cargo de quienes lo sufren aquel daño que se produce como 
consecuencia de los riesgos generales de la vida inherentes al comportamiento 
humano en la generalidad de los casos, debiendo soportar los pequeños 
riesgos que una eventual falta de cuidado y atención comporta en la 
deambulación por lugares de paso”. 
 

De acuerdo con la doctrina expuesta, se hace necesaria una valoración 
individualizada de cada supuesto que permita apreciar si el daño alegado es 
imputable a la actividad administrativa desarrollada o bien concurren factores 
que hacen quebrar la relación de causalidad precisa para declarar la 
responsabilidad administrativa.  

 
A estos efectos, corresponderá a la parte interesada acreditar que los 

daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal  
del servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi 
incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general sobre 
la carga de la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, y lo que, más específicamente para el régimen 
de la responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 67.2 de 
la LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su 
caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria.  

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre una reclamación de 

responsabilidad patrimonial por daños sufridos por una caída de la madre del 
reclamante al pisar una baldosa suelta, adyacente a una rejilla, que se hundió 
y dio la vuelta. 

 
El Ayuntamiento ha admitido en su propuesta los hechos que dan lugar 

a la reclamación y el nexo causal entre los daños irrogados a la reclamante 
inicial y el funcionamiento del servicio público de pavimentación y mantenimiento 
de las vías públicas. Así resulta acreditado a raíz de la intervención policial el 
mismo día de la caída, la reparación del desperfecto de la acera que se deduce 
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del informe del Servicio municipal de Infraestructuras, y los informes médicos 
aportados por la interesada con su reclamación.   

 
Sin embargo, la propuesta remitida considera que concurre también la 

responsabilidad de la interesada, y justifica la moderación de la responsabilidad 
municipal en un 50 % porque el desperfecto estaba situado frente al portal de 
acceso a su domicilio habitual y tenía que ser conocido por ella; porque al 
encontrase la baldosa próxima a una rejilla es más frecuente que existan 
desniveles o anomalías y es exigible un deambular más atento al transeúnte; 
y porque la caída se produjo a plena luz del día. 

 
Sin embargo, este Consejo Consultivo entiende que, en el presente 

caso, no puede admitirse la concurrencia de culpas que pretende el 
Ayuntamiento a la vista de la doctrina antes expuesta, dado que se trataba de 
un defecto oculto, una baldosa suelta que al pisarla se dio la vuelta provocando 
la caída de la reclamante, que tenía 89 años. Ni la cercanía a su domicilio 
permite presumir que conociera el desperfecto, ni el hecho de que éste 
estuviera adyacente a una rejilla, o que la caída ocurriera a plena luz del día, 
justifican que pueda imputarse a la reclamante, de edad avanzada, una falta 
de diligencia en la deambulación que la haga corresponsable de las lesiones 
sufridas por una objetiva falta de adecuado mantenimiento de la acera, 
reconocida por la propia Entidad Local, a la que corresponde asumir 
plenamente la responsabilidad por los daños producidos.  

 
6º.- En cuanto al importe de la indemnización, se reclaman tanto daños 

personales por lesiones temporales y secuelas, como daños materiales por la 
rotura de las gafas progresivas.  

 
El Ayuntamiento no cuestiona la valoración de las lesiones temporales, 

(1.118,24 euros), cuya indemnización se ha cuantificado por la reclamante 
atendiendo al tiempo de curación (32 días) entre el 1 de julio de 2022 (fecha 
de la caída) y el 3 de agosto de 2022 (fecha del alta por el Servicio de 
Traumatología del Hospital) y aplicando el importe de 32,91 euros/día, que es 
el reclamado y que se corresponde con el importe fijado para la indemnización 
del perjuicio básico en el baremo contenido en el texto refundido de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004 (cuyo sistema para la 
valoración de los daños y perjuicios se modificó por la Ley 35/2015, de 22 de 
septiembre), de acuerdo con las cuantías actualizadas para el año 2022, año 
del accidente, en la resolución de 23 de febrero de 2022 de la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones. La posibilidad de acudir a este 
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baremo está expresamente prevista en el artículo 34.2 de la LRJSP. Por otra 
parte, el importe a indemnizar debe fijarse teniendo en cuenta el baremo 
vigente en la fecha en la que la lesión efectivamente se produjo, sin perjuicio 
de su actualización en la fecha que se ponga fin al procedimiento de 
responsabilidad patrimonial, tal como resulta del artículo 34.3 de la LRJSP y 
del artículo 40 del texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro 
en la circulación de vehículos a motor. 

 
En cuanto a las secuelas, en la reclamación se utiliza para la 

cuantificación el baremo de indemnización por daños a las personas en 
accidentes de circulación, valorando 8 puntos de secuelas, de los que 3 lo son 
por “03056- fracturas mal consolidadas con defecto funcional y dolor” y los 
otros 5 por “03062- limitación movilidad abducción hombro”. Según la 
reclamación, estos puntos, junto con la edad de la lesionada (89 años), darían 
como resultado una indemnización de 5.456,92 euros.  

 
La propuesta del Ayuntamiento se opone a dicha indemnización en 

ausencia de un informe médico pericial de secuelas, elaborado por experto en 
la valoración del daño corporal, determinante de la entidad de los daños 
corporales permanentes y su posterior valoración, “pese a que mediante oficio 
de 9 de enero de 2024 fue requerida para aportar documentación acreditativa 
de la eventual indemnización objeto de la solicitud”.  

 
Debe indicarse que el único documento médico que permite valorar si 

existen secuelas es el informe de alta médica de 3 de agosto de 2022, puesto 
que, efectivamente, no ha sido aportado informe médico pericial para la 
valoración del daño corporal. Según este informe médico, la reclamante 
presentaba al alta: “Abducción 90º. Dolor a veces, bien tolerado con algún 
analgésico. RX: Consolidación, con colapso de la cabeza humeral”. 

 
Por otra parte, el artículo 37.1 del ya citado Real Decreto Legislativo 

8/2004 dispone que “La determinación y medición de las secuelas y de las 
lesiones temporales ha de realizarse mediante informe médico ajustado a las 
reglas de este sistema”. Y de acuerdo con el artículo 95 de la misma norma: 

 
“2. La determinación de las secuelas y de su gravedad e 

intensidad se realiza de acuerdo con el baremo médico contenido en la tabla 
2.A.1.  

 
»3. La determinación de la indemnización por secuelas se realiza 

de acuerdo con el baremo económico contenido en la tabla 2.A.2”. 
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A la vista de todo ello, teniendo en cuenta que existe un informe médico 

de alta, con unas lesiones bien definidas, deberá pronunciarse la Administración 
sobre su posible valoración conforme a las tablas del baremo indicado, previa 
audiencia de la compañía de seguros y traslado de la propuesta que se realice 
al reclamante para su contradicción. Al respecto, parece evidente que es 
posible la valoración de la limitación de la abducción del hombro, que según 
el indicado informe clínico es de 90º (véase Dictamen 399/2020, de este 
Consejo, donde se valora una abducción de más de 90º con 5 puntos, al igual 
que el que se realiza en esta reclamación), siendo más discutible a la vista del 
mismo informe médico de alta la existencia de una secuela por defecto 
funcional y dolor a causa de una indebida consolidación de la fractura humeral, 
que alega la reclamación.  

 
Respecto del importe de las gafas progresivas, este Consejo comparte 

el criterio de la propuesta del Ayuntamiento, que tiene en cuenta la segunda 
de las facturas aportadas por importe de 63,69 euros, puesto que se trata de 
una factura posterior a la caída y de la que resulta que las gafas estaban 
aseguradas, cubriendo el seguro la mayor parte del importe de reposición de 
las mismas, puesto que en dicha factura se hace constar “reducción por 
siniestro seguro producto”. En consecuencia, no puede tenerse en cuenta el 
importe de 215,71 euros, que figura en una factura de adquisición de 2021 en 
la que expresamente se hace constar la existencia de un seguro de gafas.  

 
Es por ello que procede indemnizar al hijo de la fallecida, que sucede a 

la reclamante en este procedimiento, en el importe de 1.118,24 euros por 
lesiones temporales, y 63,69 euros por la rotura de las gafas progresivas. Y 
respecto de las secuelas permanentes, en la cantidad que pueda determinarse 
en el expediente contradictorio, al que se ha hecho anterior referencia, a la 
vista de las lesiones definitivas contenidas en el informe de alta médica de 3 
de agosto de 2022. 

 
En atención a todo cuanto antecede, al haberse probado el nexo causal 

entre los daños sufridos y el funcionamiento del servicio público, la reclamación 
debe ser estimada parcialmente, cuantificando la indemnización en los 
términos expuestos, sin perjuicio de que el importe de la indemnización final 
deba actualizarse a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de 
responsabilidad patrimonial, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 34.3 de 
la LRJSP. 
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III 

CONCLUSIONES 
 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 

 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, en los términos señalados 

en el presente dictamen, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial 
iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. yyy1, 
debido a los daños sufridos en una caída por el mal estado de la acera. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


